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DENIEGA ENTREGA DE INFORMACIÓN SOLICITADA POR 

DON FELIPE DÍAZ MONTERO POR CONCURRIR LA 

CAUSAL DE SECRETO O RESERVA ESTABLECIDA EN EL 

ARTÍCULO 21 N°s 2 Y 5 DE LA LEY N° 20.285, SOBRE 

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. 

RESOLUCIÓN EXENTA N°1 (358 
SANTIAGO, 

2 6 JUL 2022 

VISTOS: Los antecedentes adjuntos y lo dispuesto en 

la Ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases 

Generales de la Administración del Estado cuyo texto 

refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por 

el D.F.L. N 1/19.653, del año 2000, del Ministerio 

Secretaría General de la Presidencia; la Ley de 

Transparencia de la Función Pública y de Acceso a la 

Información de la Administración del Estado, 

aprobada por el artículo 1 de la Ley N9  20.285 sobre 

Acceso a la Información Pública, en adelante, "Ley de 

Transparencia"; la Ley N° 20.502, que Crea el 

Ministerio del Interior y Seguridad Pública; el Decreto 

Supremo N9  13, de 2009, del Ministerio Secretaría 

General de la Presidencia, que aprueba el Reglamento 

del artículo primero de la Ley N 20.285 ya citada; la 

Resolución Exenta N° 7, de 13 de septiembre de 2013 

de la Subsecretaría de Prevención del Delito, que 

Establece Mecanismo de Cobro y Registro de Costos 

Directos de Reproducción para efectos de las 

Solicitudes de Acceso a la Información Pública, 

conforme a lo señalado en el artículo 18 de la Ley de 

Transparencia; la Instrucción General N° 10 del 

Consejo para la Transparencia, publicada en el Diario 

Oficial el 17 de diciembre de 2012; la Resolución N 7, 

de 26 de marzo de 2019, de Contraloría General de la 

República, que fija normas sobre exención del trámite 

de toma de razón y 

CONSIDERANDO: 

1) Que, esta repartición ha recibido la Solicitud de 

Acceso a la Información Pública AB091T0007725, 

ingresada por don FELIPE DÍAZ MONTERO, la que es 

del siguiente tenor: 
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"Solicito a usted copia de todos los e-mai/s recibidos y enviados por la casi/la o las casillas 

institucional (es) de la entonces subsecretaria de Prevención del Delito, Katherine Martoreil 

Awad, entre el 11 de marzo de 2018 y  el 17 de agosto de 2021. En virtud de/artículo 11 letra e) 

de la Ley 20.285, solicito los documentos bajo el principio de divisibilidad, el cual dice que, silos 

,.IQ uqentos requeridos contienen información que puede ser conocida ya la vez otra que debe 

denegdrse, en virtud de causa legal, se dará acceso a la primera y no a la segunda. Recuerdo 

también que de ser necesaria la autorización de un tercero para dar acceso a la información 

ueridi, de acuerdo a la Ley 20,285, la autoridad podrá denegar el acceso a la información, 

sólo sI el o los terceros involucrados fundamentan su negativa en alguna de las tres causales 

seflaladas expresamente en el artículo 21 de la Ley 20.285"; 

2) Que, de acuerdo con lo dispuesto en el inciso 20  del artículo 10 de la Ley N° 20.285, el acceso 

a la información comprende el derecho a acceder aquella que se encuentra contenida en actos, 

resoluciones, actas, expedientes, contratos y acuerdos, así como toda la información elaborada 

con presupuesto público, cualquiera sea el formato o soporte en que se contenga, salvo las 

excepciones legales; 

3) Que, mediante su Decisión de Amparo ROL C2550-22, de fecha 14 de junio de 2022, el Consejo 

para la Transparencia ha sentenciado que "por decisión de mayoría dirimente, se rechaza el 

amparo interpuesto en contra del Servicio de Salud Metropolitano Occidente, referente a la 

entrega de copia de los correos electrónicos enviados y recibidos por e/funcionario que se indica. 

Lo anterior, toda vez que la Ley de Transparencia no tiene la especificidad ni la determinación 

que le exige la Constitución Política para restringir el derecho que protege las comunicaciones 

vía correos electrónicos, pues no determina los casos ni las formas en que sería admisible la 

limitación de este derecho fundamental garantizado por el artículo 19 N° 5 de la Carta 

Fundamental, en función de resguardar al máximo posible la intimidad y la vida privada de su 

titular. Asimismo, se configura la causal de reserva prescrita en el artículo 21 N° 2 de la Ley de 

Transparencia. Aplica criterio contenido en los Amparos Roles C24-19, C5128-19, C5328-19, 

C262-20, C1816-20, C1998-20, C2714-20, C3264-20 y C3266-20. La presente decisión es 

acordada con el voto disidente de la Consejera Dofla Gloria de la Fuente González y el Consejero 

don Bernardo Navarrete Yáñez, para quienes es pertinente la entrega de copia de los correos 

electrónicos requeridos, por cuanto los antecedentes pedidos fueron generados desde una casilla 

institucional, en el ejercicio de competencias públicas". 

4) Que, los considerandos esgrimidos por el Consejo para la Transparencia fueron los siguientes: 

"6) Que, sin perjuicio de lo expuesto, respecto de los correos electrónicos generados desde una 

casi/la institucional, este Consejo, en decisión de mayoría dirimente, estima que éstos, tal como 

ocurre con las conversaciones telefónicas, cartas u otros medios de comunicación audiovisuales 

o radiofónicos, son interacciones entre personas individualmente consideradas, pudiendo incluir 

información, ideas, opiniones o juicios de valor confidenciales o privados, a pesar de que dichos 

correos electrónicos se generen en el ámbito del ejercicio de la función pública y sin perjuicio de 

que sean decantados en casillas institucionales. En efecto, se trata de una forma de 

comunicación que puede abarcar una multiplicidad de situaciones humanas o de hecho, similares 

a las que se producen a través de las llamadas telefónicas que las personas tienen día a día al 

interior de los órganos de la administración del Estado y que no tienen la relevancia necesaria 

para justificar su publicidad en aras del control social. 7) Que, cabe señalar que el Estado está al 

servicio de la persona humana y tiene el deber de respetar y promover los derechos 
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fundamentales que emanan de su propia naturaleza, como lo seflala expresamente la 

Constitución Política en sus artículos 1, inciso tercero, y  5, inciso segundo. Por su parte, los 

derechos constitucionales consagrados en los numerales 4 °y5 de/artículo 19 de la Constitución, 

aseguran el respeto y protección a la vida privada de la persona y su familia, el primero, y la 

inviolabilidad de toda forma de comunicación privada, el segundo, configurando en conjunto el 

ámbito de protección de la vida privada. El corre/ato de este estatuto nacional es posible 

identificarlo en las disposiciones del artículo 17 del Pacto Internacional de Derechos Políticos y 

Civiles yen el artículo 11 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 8) Que, en este 

sentido, la vida privada es "aquella que se ejecuta a vista de pocos, familiar y domésticamente, 

sin formalidad ni ceremonia alguna, particulary personal de cada individuo, que no es propiedad 

pública o estatal, sino que pertenece a particulares" (Silva B., Alejandro, en "Tratado de Derecho 

Constitucional", Tomo Xl, Editorial Jurídica de Chile, Santiago, 2006, p.188). Asimismo, "el 

concepto de vida privada está directamente vinculado a la 'intimidad', a ese ámbito en que el 

ser humano y la gente de sus afectos conviven, conversan, se aman, planifican el presente y el 

futuro, comparten alegrías y tristezas, gozan del esparcimiento, incrementan sus virtudes y 

soportan o superan sus defectos, y fomentan sus potencialidades humanas para su progreso 

integral, todo ello sin la intervención o presencia de terceros" (Evans de la Cuadra, Enrique, en 

"Los Derechos Constitucionales' Tomo 1, Editorial Jurídica de Chile, Santiago, 2004, p.212). De 

manera similar se sostiene que la vida privada es "el conjunto de los asuntos, conductas, 

documentos, comunicaciones, imágenes o recintos que, el titular del bien jurídico protegido, no 

desea que sean conocidos por terceros sin su consentimiento previo" (Ceo Egaña, José Luis, en 

Derecho Constitucional, Tomo II Derecho, Deberes y Garantías, Ediciones Universidad Católica, 

Santiago, 2004, p.178). En este sentido, resulta indudable que la garantía constitucional de la 

vida privada abarca también los correos electrónicos, a la luz de su carácter de medio de 

comunicación privado, según lo expuesto en éste y en los considerandos precedentes. 9) Que, en 

el derecho comparado se ha senalado que "la existencia de una esfera privada, en la que los 

demás (poderes públicos o particulares) no pueden entrar sin el consentimiento de la persona, 

no implica solo un reconocimiento del altísimo valor que tiene la faceta privada de la vida 

humana, sino que constituye también una garantía básica de libertad: en un mundo donde toda 

la actividad de los hombres fuera pública, no cabría la autodeterminación individual. El 

constitucionalismo, así, exige diferenciar entre las esferas pública y privada y, por tanto, entre 

lo visible y lo reservado" (Diez - Picazo, Luis, Sistema de Derechos Fundamentales, Editorial 

Aranzadi S.A., Navarra, 2008, p.297). De la misma forma y desde la óptica del derecho a la 

intimidad, se ha definido a ésta como "el derecho a no ser molestado, ya guardar la conveniente 

reserva acerca de los datos de una persona que ésta no quiere divulgar. Es el derecho a 

mantener una vida privada sin interferencias de otras personas ni del Estado, con la garantía de 

que estos terceros no pueden invadir los aspectos reservados de fa vida de las personas" 

(Balaguer C., Francisco et. al, Derecho Constitucional, Volumen II, Editorial Tecnos, Madrid, 1999, 

p.102). Por último, se ha afirmado que: "sí hay acurdo en que el derecho a la intimidad consiste 

en el derecho a disfrutar de determinadas zonas de retiro y secreto de las que podemos excluir 

a los demás" (Pérez Royo, Javier; Curso de Derecho Constitucional, Marcial Pons Ediciones 

Jurídicas y Políticas S.A., Madrid, 2000, p395). 10) Que, en consecuencia, los correos electrónicos 

son una extensión moderna de la vida privada, en cuanto manifiestan una forma de 

comunicación de carácter personalísimo, por lo tanto, deben ser protegidos por el derecho a la 

vida privada, garantía que es base y expresión de la libertad individual y que está íntimamente 

ligada a la dignidad de las personas, valores fundamentales consagrados en el artículo 1° de la 

Constitución Política de la República". 

3 



5) Que, habida consideración de los argumentos expuestos precedentemente, y en el ejercicio 

de las funciones entregadas por Ley, esta Subsecretaría se encuentra impedida de entregar la 

información requerida, configurándose la causal de secreto o reserva contemplada en los 

numerales 2 y 5 del artículo 21 de la Ley N° 20.285, cuestión que debe formalizarse mediante el 

correspondiente acto administrativo, por tanto: 

R E 5 U E 1 V O: 

1: DENIÉGASE TOTALMENTE lo requerido en la Solicitud de 

Acceso a la Información Pública AB091T0007725, ingresada por don FELIPE DÍAZ MONTERO, 

fundado en la excepción establecida en los numerales 2 y  5 del artículo 21 de la Ley N° 20.285, 

sobre acceso a la Información Pública, y a la jurisprudencia del Consejo para la Transparencia; 

II: NOTIFÍQUESE, una vez totalmente tramitada, la presente 

resolución a don FELIPE DÍAZ MONTERO, a la casilla de correo electrónico indicada en su 

presentación, informándole que la ley permite interponer un reclamo por denegación de 

información ante el Consejo Para la Transparencia dentro del plazo de 15 días hábiles, contado 

desde la notificación de la denegación de acceso a la información, o desde que haya expirado el 

plazo definido para dar respuesta; 

III: PUBLÍQUESE, una vez culminado su trámite, incorporándose 

la presente resolución al Índice de actos y documentos calificados como secretos o reservados, 

en conformidad a lo dispuesto en la Instrucción General N 3, del Consejo Para la Transparencia. 

ANÓTESE, NOTIFÍQUESE Y PUBLIQU ESE 

Por orden del Subsecretario de Prevención del Delito, conforme con Resolución Exenta 

N° 623, de 30 de mayo de 2022, de esta Repartición, sobre Delegación de Firmas. 

D lELA CAÑAS 

JEFA DIVI * IÓN JURÍDICA 'ÑGISLA/IVA 

SUBSECRETA ÍA DE PREVENCION DEL DELITO 

MINISTERIO DE INTERIOR Y SEGURIDAD PÚBLICA 
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